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11. EL ENTORNO LEGAL DE LA FAMILIA Y LAS RELACIONES FAMILIARES

11.1. La transmisión de la propiedad

11.1.1. Los datos no económicos

Un primer análisis de las costumbres testamentarias lo dirigiré hacia la información que he denominado no económica, es decir, aquella en donde no se menciona el reparto de las propiedades del testador y que calificaría de importancia menor.

Hay un 22 % de testamentos en los cuales el titular es a la vez el marido y la esposa, es decir, es mancomunado, aunque hay que añadir que todos son anteriores a 1889, fecha de entrada en vigor del Código Civil que prohibía taxativamente esta práctica (“No podrán testar dos o más personas mancomunadamente, o en un mismo instrumento, ya lo hagan en provecho recíproco, ya en beneficio de un tercero”, CC, art. 669).

Respecto de la introducción, aparece en todos los testamentos analizados con ligeras modificaciones ya que, como he indicado más arriba, es más abundante en datos sobre el testador hacia finales de siglo. El primer capítulo que le sigue es la encomienda de su alma a Dios, aparece regularmente hasta 1862, desapareciendo posteriormente de manera definitiva. De todas maneras a partir de ese momento aparece en la introducción una declaración del testador de pertenecer a la Iglesia católica, que en mi opinión recogía el espíritu de la anterior declaración de encomienda divina del alma.

Los cinco capítulos siguientes vienen, en mi opinión, claramente relacionados; se trata de cómo ha de vestir el testador en el momento de ser enterrado, si debe de asistir alguien en especial en la ceremonia - funeral, el dinero que se dedica a limosnas, el que se dedica a los gastos del funeral y qué tipo de funeral desea el testador. 

En el 63 % de los casos estudiados el/la testador/a manifiesta su voluntad de ser enterrado vestido con un hábito, generalmente religioso de alguna de las comunidades monásticas de la villa como franciscanos, carmelitas o clarisas - dominicas, más extraña es la petición de ser vestido de militar, aunque en este caso concreto se trata de un militar retirado por lo cual la petición no me parece excéntrica. 

En el 38 % de los casos la persona testadora quiere en la ceremonia - funeral estar acompañado por representantes de las diferentes cofradías religiosos de la villa, evidentemente para dar mayor realce a dicha ceremonia. 

En el 48 % de los casos la persona testadora expresa su decisión de realizar una serie de donaciones en forma de limosnas, que van dirigidas hacia diferentes personas o instituciones: en los años treinta y cuarenta, es muy frecuente dedicar una cantidad de dinero para las viudas e inválidos que provocó la Guerra de la Independencia, también son muy frecuentes las donaciones a la parroquia de la villa, así como a los diferentes establecimientos monásticos de la misma como a otras instituciones religiosas de Valencia o, incluso, Madrid. Un ejemplo, quizás exagerado a mi entender, de esta práctica de legar algún tipo de limosna nos lo ofrece María Magdalena Martell Guinot
, monja clarisa en el monasterio de esta confesión en la villa, la cual decide,

“A los que poseen la casa sita en la plaza de San Pascual de esta villa, n º 14, ya sea en usufructo o ya en propiedad después de fallecer la testadora les impone la obligación de entregar a esta Comunidad [de monjas clarisas] por espacio de cien años consecutivos 25 pesetas para la fiesta de San José a saber: 12,5 pesetas para el sermón, 10 pesetas para la misa cantada y 2,5 pesetas para postres a la Comunidad [de monjas clarisas].”

 En el 75 % de los casos la persona testadora desea dedicar una cantidad concreta para satisfacer los gastos que ocasione la ceremonia - funeral, así como para celebraciones religiosas (misas, generalmente) que recuerden su memoria en un tiempo futuro.

En el 38 % de los casos la persona testadora indica el tipo de funeral con el cual quiere ser enterrada. La diversidad que encontramos en estos casos nos indica también el deseo mayor o menor de repercusión pública de esta celebración: los más abundantes son los que desean un entierro “común” u “ordinario” (47 casos), aunque algunos incluyen cláusulas adicionales como que sea “un acto ordinario y asistencia correspondiente” 
, “entierro común con la presencia de 5 religiosos exclaustrados”
, “entierro común con la presencia del clero exclaustrado”
 y “entierro común y misa de cuerpo presente”
; de cuerpo presente he encontrado 4 casos, los que combinan la misa cantada con el funeral de cuerpo presente aparecen en 5 casos más y hay un caos que expresa sólo que la ceremonia sea una misa cantada; en un caso se manifiesta expresamente que sea un entierro de “pobre”
 ; la testadora Teresa Piquer
  desea que “4 hombres lleven el cadáver al cementerio”; finalmente, encontramos las ceremonias que calificaría de más espectaculares: el entierros de medio pontifical (15 casos) y el entierro general (6 casos).  Del primero hay también peticiones específicas como por ejemplo que se celebre “con cinco religiosos exclaustrados”, “con cinco presbíteros exclaustrados y misa cantada”,  “con todo el clero”, “con el clero y religiosos exclaustrados”, “con 12 religiosos franciscanos y 12 hombres”,  “con 4 religiosos”, “con misa de cuerpo presente” y “con misa cantada”. Con el segundo caso sucede lo mismo, por ejemplo, se pide que se oficie “con religiosos exclaustrados”, “con todos los religiosos exclaustrados”, “con todos los religiosos de la villa” y “con 20 franciscanos”.

Como colofón a estos apartados a los que me he referido anteriormente, no resisto la tentación de reproducir un caso que podría ser un resumen - ejemplo de todos ellos. Es el caso de José Manzanet Cabedo
, el cual expresa al notario que,

su entierro se verificará con las solemnidades del medio pontifical con asistencia de 12 religiosos franciscanos del convento de esta villa e igual número de hombres con hachas encendidas y doce cofradías que se convocarán al efecto, vistiéndose su cuerpo con hábito de la Virgen del Carmen; y en sufragios por su alma se dirá un trentenario de misas rezadas en la Iglesia arciprestal y un aniversario en la misma Iglesia, otro en la del Carmen, otro en la del Convento de Dominicas y otro en la del Convento de San Pascual.
El deseo del testador de nombrar un albacea aparecen en el 94 % de los casos, apareciendo en este caso diferentes posibilidades: un familiar (esposo/a, hijo/a, hermano/a, cuñado, tío, yerno), un vecino, un amigo,…; de ellos he recogido su profesión, destacando por su número, como era lógico, los labradores, aunque también son relativamente numerosos los eclesiásticos, siendo otras profesiones carpintero, sastre, tejedor, alpargatero, agrimensor, tintorero y veterinario.

Finalmente, está el apartado de los testigos que como era preceptivo aparecen en todos los testamentos. De ellos he recogido como datos destacables sus nombres, profesiones y si sabían firmar o no. Entre las profesiones otra vez son las más numerosas aquellas que están relacionadas con el trabajo en el campo, apareciendo luego una gran variedad de ellas; es curioso la presencia recurrente durante los años treinta y cuarenta, y con determinados notarios, del propio amanuense que redacta el testamento como testigo, práctica que desaparecerá totalmente con la aparición del Código Civil de 1889 que prohibía esta práctica (CC, art. 681, apartado 8 º).

11.1.2. Las disposiciones de carácter económico

Antes de entrar a detallar las características de esta parte de los testamentos es necesario hacer algunas puntualizaciones de carácter general. Como es bien sabido Vila-real formaba (y forma) parte de la provincia de Castellón, que a su vez formaba (y forma) parte del territorio denominado Reino de Valencia antes de la Guerra de Sucesión de principios del siglo XVIII, el cual, a su vez, formaba parte de la Corona de Aragón. En esta guerra el reino de Valencia, junto a los demás territorios de dicha Corona de Aragón, dieron su apoyo al candidato de la dinastía de los Austrias que finalmente no sería rey de España. La nueva dinastía de los Borbones encabezada por Felipe V, como castigo por esta “traición” y con intención centralizadora, promulgaría los decretos de “Nueva Planta” (los decretos sobre el antiguo Reino de Valencia se publicaron el 29 de junio de 1707), mediante los cuales suprimía toda la organización política, económica y jurídica (entre la que se encontraba el derecho civil que regía las disposiciones testamentarias) de los territorios de la antigua Corona de Aragón e imponía los ya existentes en la Corona de Castilla. 

Sin embargo, poco tiempo después el mismo Felipe V, en un gesto de benevolencia, restableció la legislación civil, donde se encontraba el derecho civil, de los territorios de Cataluña, Aragón y las Islas Baleares, (en estos territorios convivirán los dos preceptos legales, pero siempre con la salvedad de que si no se disponía en forma contraria la legislación autóctona era la que se aplicaba, es decir, para hacer que se aplicara la legislación castellana debía mencionarse expresamente) pero no la de Valencia (se trata   de 

los “Furs” de Valencia)
. De hecho los intentos por restablecerla dieron pocos frutos, incluso algunos de los osados peticionarios acabó en el exilio o en prisión
. 

Curiosamente en la actual propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana se establece la recuperación del tradicional derecho civil valenciano
, que tras un “paréntesis” de unos 300 años volverá a estar vigente de manera legal (aunque hay sectores jurídicos que mantienen algunas dudas sobre la recuperación de una normativa anquilosada); así según el abogado Salvador Salcedo, “la nueva ley del régimen económico matrimonial valenciano, que no entrará en vigor hasta el día 25 de abril de 2008, entronca directamente con la legislación que estuvo vigente en la época foral, de la que se separa, en cualquier caso, sólo en aquellas cuestiones que requieren una respuesta actualizada a las necesidades de nuestra sociedad, así como respecto de las exigencias que se derivan de la necesaria salvaguarda de los valores constitucionales. Así, con independencia del lugar donde se resida, el nuevo texto legal resultará aplicable a quien ostente la vecindad civil valenciana, establecida conforme a las normas recogidas en el título preliminar del Código Civil. Del mismo modo, interesa destacar que el Código Civil, respecto a las materias regidas por la nueva legislación foral, tendrá vigencia con carácter supletorio. Por otra parte, y al margen del ejercicio de la libertad de pactos entre los esposos que consagra la nueva ley, una de las novedades más significativas que dicho texto incorpora es el establecimiento de la separación de bienes como régimen legal supletorio valenciano. Ello supone que, de  no existir pacto alguno entre los cónyuges, respecto al régimen económico al que se sujetará su matrimonio, resultará aplicable la separación de bienes, modificando, de esta manera, la normativa civil común, que establecía como régimen supletorio la sociedad de gananciales. Finalmente, debemos referirnos a la institución de la germanía, como comunidad o conjunto de bienes establecido mediante pacto entre los cónyuges, que verán repartidos los bienes agermanados, por su mitad, en el caso de que la germanía sea disuelta. En cualquier caso, recordaremos que las aportaciones y adjudicaciones que se deriven de la composición o disolución de la germanía, gozarán de exención en el Impuesto sobre Transmisiones patrimoniales y Actos jurídicos documentados, en la medida en que la liquidación de los referidos tributos dependa de las competencias de la Generalitat Valenciana”.

 Por lo tanto, los testamentos hechos en territorio valenciano se regían durante el siglo XIX por el derecho civil castellano y, a partir de 1889, por el Código Civil español. 
El derecho hereditario en el Código Civil armonizaba el principio de la propiedad familiar con el poder decisorio del jefe de familia, estableciendo un estricto sistema de legítimas (las partes de la herencia –dos tercios- que obligatoriamente corresponden a los herederos forzosos del muerto – los hijos -) y dos tipos de reserva, troncal y vidual (los bienes hereditarios que se adjudican a su familia de origen y  a su viudo/a, respectivamente), pero matizado por el poder particional del testador, que podía disponer libremente de un tercio del haber hereditario (tercio de libre disposición) y contaba además con la institución de la mejora (uno de los dos tercios de la herencia destinados a legítimas podía dejarlo el testador al hijo que desear)
.

Por lo tanto, el primer elemento económico importante en la sucesión es el establecimiento de la figura del heredero forzoso, que son los descendientes, los ascendientes cuando faltan los primeros y en ciertas circunstancias los viudos, viudas, hijos naturales y padres o madres de éstos (CC, art. 807). Cuando no hay heredero forzoso el testador puede disponer a su antojo de sus bienes (CC, art. 763).

La legítima es la porción de bienes de que el testador no puede disponer por haberla reservado la ley a los herederos forzosos (CC, art. 806). En el caso de los descendientes, la legítima abarca las 2/3 partes de los bienes heredables, aunque pueden disponer de una de las dos para aplicarla como mejora a uno de los herederos, además la tercera parte restante es de libre disposición (CC, art. 808). En el caso de los ascendientes, la legítima abarca la mitad de los bienes heredables, pudiendo el testador disponer libremente de la otra mitad (CC, art. 809). El viudo o la viuda tendrá derecho a una cuota, en usufructo, igual a la que por legítima corresponda a cada uno de sus descendientes no mejorados, que se sacará del tercio destinado a mejora; y si sólo quedara un descendiente, tendrá el usufructo del tercio destinado a mejora (CC, arts. 834 y 835). Si sólo hubiera herederos ascendientes, el viudo o viuda tendrá derecho al usufructo del tercio de la herencia, que se sacará de la mitad libre (CC. art. 836). Cuando no haya ni descendientes ni ascendientes tendrá derecho al usufructo de la mitad de la herencia (CC, art. 837).

La primera característica y, en mi opinión, la más importante por las repercusiones sociales, económicas y políticas, es la existencia en un 69 % de los casos de la división en igualdad de la herencia; tomemos como ejemplo el testamento de Pascual Canós Cabrera
 que lo expresa con la fórmula que será repetida durante los restantes setenta años:

Y en el remanente de todos sus bienes, derechos y acciones que quedasen al tiempo de su fallecimiento nombrar por heredero por iguales partes a sus hijos José, Antonio, Pascual, Carmela, Gracia, Pascuala, María, Antonia, Vicente y María Ramona; para que con la bendición de Dios les hayan y disfruten enajenándolas a su voluntad con la circunstancia de que no recaigan en clérigos y demás personas que carecen de la potestad legal de poder adquirir según el fuero de Valencia y la Real Orden de 9 de julio de 1739.
Los herederos que se reparten los bienes generalmente son los descendientes, hijos e hijas, pero en otros casos cuando éstos faltan pueden ser otros miembros de la familia, como los ascendientes (padres o madres), nietos o nietas (normalmente por fallecimiento de los padres de éstos que son los hijos/as del testador), sobrinos o sobrinas e incluso otras personas e instituciones sin relación de parentela con el testador. Así Josefa María Ripollés Rochera
 nombra heredero universal a su padre Bautista Ripollés Amposta; Francisca Godos Soriano
 nombra heredero a su nieto Pascual Bernat Cantavella; María Gracia Peset Bellmunt
 reparte su bienes entre sus sobrinos José Peset Cabedo y Carmen Peset Escurriola; igualmente Teresa Piquer
  lega sus propiedades a sus sobrinas; más curioso es el caso de Mª Gracia Broch Vidal
  la cual reparte sus propiedades entre su hermano Vicente, su sobrino y dos vecinos; José Vicent Batalla
 deja toda su herencia a su hermana Pascuala; el testamento de Ramona Juan
 aún provoca una división mayor de todas sus propiedades, en parte fruto de sus tres matrimonios, aunque no solo beneficiará a familiares sino a amigos, servidumbre e instituciones:

A José Jordá Petit, 50 libras en tierras.

A María Meseguer Gil y Pascuala Andrés Gil, ambas ciegas, una casa en calle de Nuestra Señora de Gracia en el arrabal de Castellón.

A Ramón Taurá y Petit, 50 libras.

A Bárbara y María Gracia Gil Cubero, 100 libras.

A Manuel Martí Juan, sobrino, 6 cubiertos  y  6 cuchillos de plata.

A Francisco Martí Juan, todos los muebles de la casa de Villarreal, excepto los que Manuel Martí quiera entregar a Francisco Bayer Carda su  sobrino.

A José Francisco Monzonís, la ropa blanca

A Francisca Paula Monzonís, un vestido de seda de color y una mantilla.

A Gertrudis Pallarés, un pañuelo de crespón

A Francisca Monzonís Pallarés, unas basquiñas, una mantilla, un camisón de color, otro muselina a juntas y tres pañuelos

A Francisca  de Palula Monzonís Pallarés, un camisón

A Victoria Monzonís Pallarés un vestido

A Ramona Monzonís Pallarés un pañuelo

A Francisco Bayer Carda, el retrato del Sr. Bayer, el de su tío José Carda, la ropa vieja que me queda de éste  los libros y 6 cubiertos de plata

A Mosén Vicente Tarrancón, un reloj.

A Ramona Benet, hermana política, unas basquiñas, una mantilla, dos camisas, dos enaguas, dos pañuelos.

A María Sales, basquiñas de luto, un camisón, dos camisas, dos enaguas.

A Manuel Mingarro Andreu y Matías Monzonís un cubierto de plata a cada uno.

A las criadas un camisón viejo y a los criados una mandada de teleta.

A Pascual Martí Sanz, condona un año  de arriendo y le deja un colchón viejo.

Al marido dos relojes.

A Manuela Juan, la imagen de Niño Dios.

Al Hospicio del Convento de San Pascual de Villarreal, una cama compuesta de dos colchoncitos, dos sabanas y un cubertor, además una mesa rezador.

A la Iglesia parroquial de Villarreal, la imagen del patriarca San José.

A la iglesia de Burriana, la imagen de N. S. de los Dolores a los pies del crucifijo.

A la beata Juana, una cadena de plata con su medallón y anillo.

Al Convento de Nuestra Señora del Carmen de Villarreal el cuadro o armas del Santo Oficio de la Inquisición  y para la misma imagen de Nuestra Señora una cadena de oro con diamantes.

Heredero de todo lo demás Cristina Roselló Martí, nieta de su hermana Manuela; si esta faltase a Manuel Martí Juan (dos tercios) y Francisco Martí Juan (un tercio).
Otro caso curioso y diferenciado de lo que es la norma es el de Blas Ibáñez Jordá
, el cual debe marchar a realizar el servicio militar y decide hacer testamento, en donde lega todos sus bienes a su abuela viuda Josefa María Planes, excepto un tercio a su tío, seguramente por ser huérfano y estar conviviendo con ellos. Un caso, que aparece en la literatura de la época, es el monje exclaustrado Bautista Montaña Carbonell
  que decide entregar todos sus bienes a su sobrina Mariana Saborit Ferrer, pero ésta sólo tiene 8 años, por lo cual los cede en usufructo a su albacea el labrador Vicente Rochera Villarreal hasta que la citada sobrina contraiga matrimonio, aunque con la obligación de mantener a la citada sobrina hasta que se case y en compensación el citado albacea recibirá las cantidades de dinero que el estado daba a los exclaustrados; más típico es el caso de Merced Font de Mora Gamboa
, el cual lo reparte todo entre sus seis hermanos; el caso de José Almela Ferrer
, ya que ha donado previamente todos sus bienes raíces a los hijos con igualdad menos a una hija “imbecil” (“Declaro que he contraído un solo matrimonio con la ahora difunta Teresa Notari Gil, del cual procreamos en hijos a Teresa Almela Notari, de estado soltera y algo imbécil…”) que recibirá una porción menor, pero con la obligación de cuidarla y mantenerla los demás hermanos y con el privilegio de poder habitar la casa que quiera de sus hermanos; diferente es el caso de Trinidad Font de Mora Gamboa
  que cede a una sobrina una parcela de tres hanegadas de tierra de huerta, y decide que

Quiere y manda que las 7.000 ptas que dio prestadas a su sobrino político D. Arturo de Alcedo González con el interés de 6 % anual, sean repartidas del modo siguiente:

- a su hija María Alcedo Font 250 ptas;

- a su hermano Vicente Font de Mora Gamboa 250 ptas;

- a su hermano Andrés Font de Mora Gamboa 250 ptas;

- a su hermano Pedro Font de Mora Gamboa 750 ptas;

- a su sobrina Dª Concepción Font de Mora Chacán 250 ptas;

- a su citada sobrina Dª Fermina Font de Mora Jáuregui, 250 ptas;

- a su sobrina Dª Josefa Peirats Font 250 ptas;

- a la capilla de San Pascual de esta villa 750 ptas;

- a la capilla del cementerio de esta villa para la adquisición de una araña de cristal, 750 ptas;

- para adorno de la Parroquial Iglesia de esta villa, 1.250 ptas;

- para la iglesia del Carmen de esta villa, para una araña de cristal o para un terno, 750 ptas;

- para las Oblatas de Valencia, 250 ptas;

- para las Adoratrices de dicha ciudad de Valencia, 250 ptas; y,

- para las Adoratrices de Madrid, 250 ptas,

cuya suma deberá satisfacer dicho D. Arturo de Alcedo dentro del término de seis meses a contar del fallecimiento de la otorgante, a cada uno de los antedichos legatarios; y si así no lo hiciere, se entregará a éstos por dichos sus albaceas el título, a fin de que puedan ejecutarle.

Además ordena que todos sus demás bienes inmuebles se vendan en subasta así como que se recuperen el dinero que ha dejado en forma de créditos para que se lo quede Joaquina Fernández de Córdoba y así satisfacer lo que le adeuda; Roberto Polo de Bernabe Almunia
 dona 2.500 ptas. a cada uno de sus dos sirvientes; finalmente, José Manzanet Cabedo
 lega y nombra heredera universal a su hermana Josefa María.

Un caso también frecuente es cuando el testador cita los bienes de cualquier tipo que cedió a su hijo o hija (dote) cuando se casó para que conste (“acole”) como parte de la legítima, es decir, que son una parte de ésta que se ha entregado previamente y por lo tanto en el reparto de la herencia son una porción más; por ejemplo, veamos el caso del testamento de Pedro Broch Fortuño y Pascuala Ortells Carda
, los cuales declaran que

Al contraer matrimonio su hija Pascuala, le constituyeron en dote 5,5 ha de tierra huerta en este término, partida de les Solades, y 2.500 rs en ropas y metálico todo lo cual tendrá a cuenta de legítima en la herencia del primero que fallezca de los testadores, acolando las tierras al precio que tuviere al tiempo de la división y considerándola como de siembra, pues si bien en el día la tiene plantada de naranjos, el aumento de valor que por ello pueda tener, se considerará como propio de la referida su hija. Si en vida de los testadores se casaren sus demás hijos Gracia y Pedro, que son solteros, le darán a cada uno de ellos tierra, metálico y ropas en igual valor que a Pascuala, acolándolo en la herencia del primer muriente. 

Es evidente que esta precaución se hacía para preservar los derechos igualitarios de los demás descendientes solteros que, de otra forma, recibirían menos del total de la herencia. En este mismo sentido, veamos el caso del testamento de Pascuala Usó Safont
, que incide en la misma problemática pero que revela nuevas peculiaridades en cuanto a las diferentes posiciones ante la herencia de un descendiente soltero y otro casado:

Declaro que cuando falleció mi antes citado esposo no dejó éste bienes de ninguna clase ni raíces ni muebles; fue desgraciado en los negocios que emprendió y quedamos reducidos por ello a unos cuantos enseres de casa insignificantes cuasi de ningún valor, a una tartana antigua en muy mal estado y a una jaca vieja torda siendo el valor de todo aproximadamente sobre unas 250 pesetas. Las únicas fincas que quedaron eran de mi propiedad que hoy las poseo también y las describo más adelante.

Declaro que consecuencia de haber fallecido mi citado esposo con tal pérdida de fortuna y ser mis fincas de escasos rendimientos me vi reducida a un estado muy deplorable y que en él hubiera sin duda continuado a no haber tenido la suerte de encontrar en mi hijo Vicente Vicioso Usó los sentimientos compasivos de un buen hijo. A costa de inmensos sacrificios se dedicó éste al oficio de tartanero, hizo grande parroquia y su asiduidad y constancia ha sido tal que en muy pocos años ha comprado algunos carruajes y caballerías  ha atendido al cuidado y mantenimiento de toda la familia y mía en cuya compañía vivo . Para evitar pues cuestiones entre él (soltero) y mi hija Pascuala (casada pero menor de edad en la época, por lo tanto menor de 25 años) hago presente que cuantos carruajes, caballerías, aparejos y demás del expresado oficio se encuentre en mi casa lo mismo que las adquisiciones hechas por él mismo por acaso a título oneroso corresponden exclusivamente a dicho mi hijo Vicente Vicioso Usó como cosas que constituyen su peculio adventicio y a él solo pertenecen.
Aquí podemos ya entrever un factor importante en el aspecto testamentario, como es el de haber cuidado con mayor o mentor atención al testador durante su vida, aspecto que influirá de manera destacada en el último elemento que analizaré: la mejora.

 La mejora como ya hemos podido deducir de lo dicho más arriba, es una de las dos terceras partes destinadas a la legítima (CC art. 823). En los casos que he estudiado y como se podía prever sus características en cuanto a la persona mejorada o tipos de bienes que suponen dicha mejora es muy variable. Es bastante frecuente que en los testamentos hechos por los dos cónyuges a la vez (mientras se pudo utilizar esta posibilidad) se mejoren mutuamente. Evidentemente alguno de los descendientes directos suelen ser los habituales mejorados, aunque también aparecen otros como sobrinos, nietas o hermanas. También es muy variada la tipología de los bienes que constituyen dicha mejora, pudiendo ser bienes inmuebles como tierra de labranza con el producto que se fuera a recoger en ese año o fincas urbanas, bienes muebles como herramientas para el trabajo agrícola o de taller, objetos y ropa de la casa, semovientes como diferentes tipos de ganado o dinero en metálico. De todas maneras, como he señalado más arriba, un factor que aparece habitualmente es la mejora que se produce por un descendiente debido a que ha cuidado del testador a diferencia de otros descendientes; este matiz, a veces, no aparece de forma implícita aunque el propio reparto y la mejora hace sospechar inmediatamente cuál ha sido el descendiente que ha estado más en contacto con el testador, otras veces sí que aparece de forma explícita, como el caso de Rosa Morte Herrado
, la cual dona a su hija Rosa media casa “por los buenos servicios prestados”, o el caso muy similar de Gracia Beltrán Mateu
, la cual dona a un hijo y una hija media casa o bienes equivalentes “por sus buenos servicios” o en la misma línea el de Manuel Arenós Colonques
, dona el tercio de mejora a su hija Pascuala “por sus buenos servicios”. Es muy curiosa también la mejora que Alberto Chalmeta Mulet
  hace a su esposa y a la vez valiente, ya que es poco frecuente que de manera tan pública una persona se arrepienta de sus faltas pasadas:

Declaro que poco tiempo casado con mi actual consorte Teresa Gil por mi desarreglado proceder vendí algunos bienes míos propios y su producto lo perdí en juegos; y habiéndome convencido dicha mi consorte de lo mal que hacía de trabajar poco y jugar mucho, me aplique a la virtud del trabajo y con este motivo he adquirido algún poco. Con cuyo motivo, arreglándome a mi conciencia mando, si me es permitido, que el valor de los bienes que vendí míos propios, no se abone con los que posteriormente tengo adquiridos, respecto a que esta adquisición la debo a mi amada esposa, y aun creo como a infalible que a no ser que con sus reflexiones dulces me separo del vicio, y me aplicó al trabajo, hubiera enajenado todos cuantos bienes tengo. Y en el caso que esta mi disposición no pueda tener efecto, dejo y lego a la misma todo lo que me sea permitido pro derecho

Dejo y lego a mi hijo Rafael Chalmeta Gil 21 libras moneda corriente, que deberán entregársele para sus usos por medio de su madre y mi consorte, poco a poco según esta conceptúe según su voluntad.

Para acabar veamos “in extenso” testamento donde se refleja claramente toda la problemática sobre la mejora y las relaciones paterno - filiales; se trata del testamento de Mª Gracia García Salvo
, que dice lo siguiente

 Declaro que estoy en la casa y compañía de mi hijo Pascual Esteller dándome este los alimentos necesarios de comer, vestir y calzar, sana y enferma según mi estado, calidad y carácter, algunos años hace, bien que el referido mi hijo disfruta los pocos bienes que poseo lo que creo permanecerá hasta el fin de mi vida. Y en atención a que el expresado mi hijo me hace mucho favor, porque de lo contrario me hubiera visto o me vería precisada a menoscabar mis bienes y luego a pedir limosna, mando que Jaime Esteller García también mi hijo no pueda pedir al referido su hermano Pascual cosa alguna de los bienes que este haya adquirido y adquiera en lo sucesivo porque no tiene ni debe tener la menor acción para ello, lo cual declaro en descargo de mi conciencia.

Igualmente declaro que el mencionado Pascual Esteller García mi hijo tienen satisfecha algunas cantidades por mi cuenta, especialmente por el bien de alma de mi difunta abuela Abdón García Ortis y en pago de ello le señalo cedo y traspaso un jornal de tierra secano garroferal poco más o menos, que tengo y poseo en el término de esta villa y en la partida de la masia de los frailes de esta villa; y se la transfiero y en caso necesario de la dejo y lego por aquella vía y forma que más y mejor haya lugar en derecho y me sea permitido según leyes reales para su validación y firmeza; y en su consecuencia la posea y enajene a su libre voluntad como dueño absoluto sin dependencia alguna.

Mando que Pascual Esteller y García, mi hijo haya de haber de los bienes recayentes en mi herencia los siguientes: 3’5 ha partida de les Voltes de Vila-real, que se halla afecta a un censo de 2 sueldos anuales que según tiene noticia se corresponde al Rvdo. Clero de esta villa. También ha de haber el derecho que tengo de unos 10 o 12 libras sobre un garroferal que recayó en la herencia de mi difunto marido situado en el término de esta villa, partida de Onda, bien que en pago de dicha suma se me señaló tierra deberá haber ésta. También ha de haber además de lo dicho todas las cosechas pendientes y recogidas que me pertenecieran al tiempo de mi muerte. Una cama compuesta de dos pechos, cuadro tablas, un gerjón y un cobertor. Y la mitad de la restante mi ropa.

Ordeno que Jaime Esteller García haya de haber: 3 ha y un cuartón de tierra partida de les Voltes de Vila-real; afecta a un censo anuo de 13 rs. v. que responde a Doña María del Carmen Gamboa y Llorens de esta vecindad. En segundo lugar, 5 ha viña en partida del barranco de Ràtils de Vila-real. Y en tercer lugar la mitad de toda mi ropa extraído el cobertor que dejo señalado a mi hijo Pascual.

11.2. La familia y la situación de la mujer en la legislación de la época
Durante el periodo de mi estudio encontramos cuatro códigos legales fundamentales para el estudio de la familia: el Código Civil de 1889, los Códigos Penales de 1870 y 1928, y el Código de Comercio de 1885. 
La primera cuestión a destacar es la diferencia entre los dos códigos penales en un aspecto que afectará a la familia: las acciones y las omisiones contra  los menores serán tipificadas como delitos.

Otro aspecto importante es ver por qué tardó tanto el estado en elaborar la codificación civil; según Pilar Muñoz, la causa fueron asuntos relacionados con tipificación del matrimonio que enfrentó a la Iglesia católica apoyada por los conservadores frente a los liberales además del intento fracasado de integrar toda la variopinta casuística regional (foral) en diferentes materias pero especialmente en el familiar.

De todas maneras su duración será mayor que la de su constitución coetánea (1876, que por cierto, sigue siendo la de más larga vigencia), aunque con grandes cambios, sobre todo a partir de la reinstauración democrática de 1978. Fue un código típico de su época que traslucía un liberalismo individualista con un acento conservador y católico, e inspirado en la tradición legislativa castellana, aunque también recogía algunos principios de los derechos forales. 

Un estudio de los códigos legales de la época  (Código Civil 1889, Código Penal 1870, Código de Comercio 1885)
 revela que el sexo determinaba toda una serie de consecuencias legales y que la posición política, civil, social, comercial y penal de la mujer se modificaba con arreglo a las deprimentes opiniones prevalecientes acerca de la naturaleza de la mujer.

La posición legal de la soltera mayor de edad era análoga en varios aspectos a la del hombre, aunque había todavía una amplia gama de actividades donde la capacidad legal de la mujer soltera estaba mucho más restringida que la del hombre. Por lo general, se le negaban a ella los puestos de autoridad o responsabilidad en los que estuviesen implicadas otras personas.

La mujer no podía formar parte del consejo de familia (CC art. 294) y se la declaraba incapaz para la tutela (ser tutora), a no ser que se tratase de la legítima de su marido, o de la de sus descendientes cuando no hubiese varón en igual grado de parentesco con aptitud para ejercerla. Parece poco coherente la exclusión casi general de la mujer para la tutela, con la aceptación de la misma para algunos casos

Aunque las mujeres podían hacer testamento, no podían ser testigos en los mismos (CC art. 681). La única excepción a esto era en caso de epidemia (CC art.701). Otra vez encontramos la misma incoherencia, ya que las mujeres eran legalmente aptas en determinados actos civiles y judiciales (CC art. 1.245) y, sin embargo, sólo en casos de catástrofe se les permitía actuar como testigos en un testamento. Aunque el artículo 320 del Código Civil establecía la mayoría de edad en 23 años, el artículo siguiente dice. “Las hijas de familia mayores de edad, pero menores de 25 años, no podrán dejar la casa paterna sin licencia del padre o de la madre en cuya compañía vivan, como no sea para tomar estado, o  cuando el padre o la madre hayan contraído ulteriores bodas”. El artículo refleja muy claramente la opinión general de que las chicas no debían abandonar el hogar paterno a no ser para casarse, es decir, pasar de la tutela del padre a la del marido. A este respecto en los protocolos notariales que he examinado es frecuente encontrar apuntes que reflejan esa estrecha dependencia de la hija respecto del cabeza de familia en lo que se refiere a la posibilidad de casarse; un ejemplo es el siguiente
:
Acta de consejo paterno

En Villarreal siete de abril de 1866, ante mi el infrascrito notario comparece Jaime Llop Ortells, labrador, de cincuenta y nueve años, casado, vecino de esta villa, padre de Pascuala Llop y Cercos, slotera de 22 años, y dice: Que da consejo favorable a dicha su hija para casarse con Vicente Carceller Mompó, labrador, viudo de María Girona, de 29 años de edad, vecino de esa villa. Y lo firma de que doy fe

Jaime Llop

Juan Btal Renau (notario) 
A pesar de que el art. 12 de la Constitución de 1876 rezaba así: “Todo español es libre de elegir su profesión y de aprenderla como mejor le parezca”, por lo general esto no se consideraba aplicable a las mujeres. La ley impedía a la mujer votar o participar en el gobierno como diputado a Cortes, concejal o diputado provincial, o senador; tampoco podía ser juez, ministro o miembro de un jurado, ni ser funcionario de la administración central, provincial o municipal.

La lenidad con que se juzgaban las desviaciones masculinas del código moral, comparada con la dureza con que se juzgaban las de las mujeres, se refleja claramente en las leyes. Las leyes que trataban la maternidad extramatrimonial eran muy desfavorables para las mujeres. Si la concepción de la criatura no era consecuencia de un acto criminal, la mujer carecía de medios legales para obligar al padre a reconocer a su hijo, pues la ley prohibía la investigación de la paternidad. Las únicas circunstancias en las que el padre estaba obligado a reconocer a la criatura eran las siguientes: “1) Cuando exista escrito suyo indubitado en que expresamente reconozca su paternidad. 2) Cuando el hijo se halle en la posesión continua del estado de hijo natural del padre demandado, justificada por actos directos del mismo padre o de su familia” (CC art. 135). Si el padre reconocía al hijo, aquello podía dar lugar a más injusticias: el padre tenía siempre la patria potestas y, si quería, podía apartar al hijo de su madre al cumplir los tres años de edad. Un hombre que se hubiese negado inicialmente a reconocer a su hijo podía cambiar de opinión en cualquier momento y quitárselo a su madre.

Respecto a la mujer casada, la mayor parte de los derechos que asistían a la mujer soltera desaparecían casi inmediatamente con el matrimonio.

El art. 57 del Código Civil dice: “El marido debe proteger a la mujer, y ésta obedecer al marido”, noción que tenía fuerza de artículo de fe y que, de hecho, estaba justificado por la doctrina religiosa. Uno de los principales argumentos esgrimidos  a su favor era el ser vital para la armonía doméstica. Se le aseguraba, sin embargo, que a pesar de su deber de sumisión seguía siendo “un ser dependiente, pero libre y racional, que presta la obediencia debida, no la sumisión ciega de una esclava”. El derecho del hombre a la obediencia de su mujer estaba fundado en su supuesta superioridad moral e intelectual. Como la ley sólo se aplicaba cuando surgían desavenencias, al darle al hombre el poder legal de reducir a la mujer a la obediencia, la ley daba por sentado que la mujer era siempre la parte culpable: “Serán castigados con la pena de 5 a 15 días de arresto y reprensión los maridos que maltratasen a sus mujeres, aunque no les causen lesiones; las mujeres desobedientes a sus maridos que los maltratasen de obra o de palabra” (CP art. 603). El derecho legal de un hombre a la obediencia de su esposa estaba respaldado por una serie de leyes que le conferían el poder de restringir y controlar sus actividades y que reflejan con bastante claridad el concepto de que la mujer casada no tiene una individualidad independiente y existe sólo en relación a su marido: la mujer estaba obligada a adoptar la nacionalidad del marido (CC art. 22), a vivir donde él fijara su residencia (CC art. 58), el marido era el representante legal de su  mujer (CC art. 60), la mujer casada mayor de 21 años podrá ejercer el comercio con autorización del marido, que podrá revocarla cuando quiera (C.Com. arts. 6, 8 y 9), el marido es el administrador de los bienes de la sociedad conyugal (CC arts. 59, 61, 1.381, 1.384, 1.387). Estas leyes se justificaban sobre la base de que eran una expresión de la ley natural y estaban dirigidas a la protección de la mujer más que al beneficio del hombre. La defensa se basaba en la opinión de que todos los hombres son inteligentes y razonables y todas la mujeres frívolas y estúpidas, y era característica de quienes, al oponerse a una educación seria de la mujer, querían asegurarse de que permaneciesen siendo frívolas y necesitadas de protección.

La ley castigaba la infidelidad de la esposa (con una pena entre 2 y 4 años de prisión, CP art. 448), pero la infidelidad del marido tenía que reunir varios requisitos para que se considerara un delito: “El marido que tuviera manceba dentro de la casa conyugal o fuera de ella con escándalo público será castigado con la pena de prisión correccional en sus grados mínimo y medio”, es decir, entre 6 meses y 4 años (CP art. 452). La doble moral también se reflejaba claramente en las leyes referentes a los crímenes pasionales (CP art. 438). El comportamiento correcto de la esposa de un marido infiel era la ternura y la resignación.

Pero la verdadera justificación, aunque es a veces poco evidente, de la doble moral era de tipo económico. Según el concepto tradicional del honor (que todavía persiste), en el matrimonio el honor de un hombre estaba depositado en la castidad de su mujer, y la pérdida de la virtud de ella traía consigo la pérdida del honor de él. Este concepto totalmente ilógico se basaba en el hecho de que, con el matrimonio, un hombre adquiría derechos exclusivos de propiedad sobre el cuerpo de su mujer, no pudiendo ésta disponer de su cuerpo libremente; su infidelidad era, por consiguiente, una infracción del derecho de propiedad de su marido. Además, una mujer infiel ponía en peligro los derechos de propiedad de los herederos legítimos de su marido.
 
La protección que la ley deparaba a la mujer víctima de un delito sexual era inadecuada. La seducción sólo era castigada por la ley cuando constituía estupro: acceso carnal del hombre con una doncella de 12 a 23 años, logrado con abuso de confianza o engaño. La pena oscilaba entre 1 y 6 meses de prisión. Los delitos de rapto y violación estaban más severamente castigados. Aparte de las leyes referentes a delitos sexuales contra las mujeres y las referentes al adulterio, la mujer tenía la misma consideración que el hombre en el Código Penal. La injusticia salta a la vista: la Ley civil la trata como una menor necesitada de protección frente a su propia fragilidad, pero la Ley penal la considera como un adulto responsable, plenamente capa de comprender las consecuencias de sus actos.

Una mujer casada recuperaba algunos de sus derechos en caso de incapacidad de su marido y a la muerte de éste, pero se esperaba que le permaneciera fiel hasta la sepultura. La mujer también podía recuperar sus derechos a través de la separación legal, pero no podía volver a casarse (CC arts. 73, 105 y 1.444).
Una mujer no podía aceptar o rechazar una herencia sin el permiso del marido (CC art. 995).

La ley prohibía la investigación de la paternidad de los hijos ilegítimos no naturales, es decir, hijos de padres que no podían casarse, según la definición legal española.

La Real Orden de 27 de agosto de 1906, respaldada por el conde de Romanones, pretendía facilitar el matrimonio civil, reformando el art. 42 del Código Civil, por el cual los que quisiesen contraer matrimonio civil tenían que manifestar al funcionario competente para celebrarlo que no profesaban la religión católica. La ley de 18 de junio de 1870 había hecho del matrimonio civil la forma legal del matrimonio para todo el mundo, pero la Restauración restableció inmediatamente el matrimonio canónico como única forma legal de matrimonio para los católicos, y el matrimonio civil quedaba sólo para los que no lo eran. Estos principios quedaron plasmados en el art. 42 del Código Civl de 1889.
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